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BICENTENARIO DE LA CREACIÓN  
DEL CONSEJO DE MINISTROS1

Durante este curso académico, el pasado 19 de noviembre de 2023, se 
cumplió el bicentenario de la creación del Consejo de Ministros. Y, aunque tan 
señalada efeméride haya pasado casi desapercibida, probablemente por la crispa-
ción del mundo político mismo, me ha parecido oportuno traerla hoy aquí puesto 
que el Consejo de Ministros es una de las instituciones fundamentales en la 
historia del Estado. He redactado así unas páginas sobre los orígenes del Consejo 
de Ministros2, lo que lleva consigo tratar también de los orígenes del régimen 
ministerial, pues, como es de suponer, la única condición absolutamente necesa-
ria para que exista el Consejo de Ministros es que haya ministros. Tema doble, 
pues, e importante desde la perspectiva de la historia política, pero también, 
hay que reconocerlo, tema más que árido y bastante carente de eso que Ortega 
llamaba el sex-appeal de lo científico. En todo caso espero que ustedes lo oigan 
con paciencia y, en el peor de los casos, con resignación. 

Siguiendo la aconsejable regla, no siempre respetada, de comenzar por el prin-
cipio, voy a tratar de comenzar por el principio. Y el principio fue un real decreto 
de esa fecha, 19 de noviembre de 1823, que Fernando VII dirigió al ministro 

      1 Comunicación leída en el pleno de los señores académicos de la Real Academia de la Historia 
el 31 de mayo de 2024. 
      2 Sobre este tema el autor publicó un libro, Los orígenes del Consejo de Ministros en 
España. La Junta Suprema de Estado. 2 Volúmenes. Madrid: Editora Nacional, 1979, que 
recibió el Premio Nacional de Historia y fue reeditado en 2001 por la Editorial de la Universidad 
Complutense.
En 2023, como conmemoración del bicentenario de la creación del Consejo de Ministros (19 de 
noviembre de 1823), la Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado publicó una tercera edición 
ampliada con “Nuevos comentarios sobre los orígenes del Consejo de Ministros en su Bicentenario”. 
Con anterioridad, el autor había publicado otro libro, complementario de este, sobre los orígenes del 
régimen ministerial (Los Secretarios de Estado y del Despacho. 4 Volúmenes. Madrid: Instituto 
de Estudios Administrativos, 1969, que fue Premio Menéndez Pelayo del CSIC y también Premio 
Nacional de Historia en 1969, reeditado por el Instituto de estudios Administrativos en 1976 y 
por el BOE en 2020). Respecto a la presidencia del Consejo de Ministros, publicó también un 
estudio, “La creación de la Presidencia del Consejo de Ministros”. Anuario de Historia del 
Derecho Español. 42 (1972).
La presente comunicación resume y revisa el contenido de esas publicaciones.
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de Estado, Victor Damián Sáez, un personaje de Guadalajara que fue canónigo, 
confesor del rey y hombre de su entera confianza; un radical absolutista cuyas 
ideas –como alguien dijo– “eran absolutamente absolutas”. El primer párrafo de 
ese real decreto decía así:

Teniendo en consideración cuán importante es al bien de mis Reinos el que 
en todas las medidas del Gobierno se guarde la unidad conveniente para la 
celeridad necesaria en su ejecución, y estando persuadido de que las provi-
dencias tomadas o ejecutadas por cada uno de mis Secretarios de Estado 
y del Despacho serán más conformes al bien de mi servicio y al interés de 
mis pueblos siendo dictadas de común acuerdo…; conociendo igualmente que 
con este método me será más fácil penetrar a fondo las necesidades de mis 
vasallos… como lo consiguieron mis augustos y caros abuelos D. Felipe V por 
medio del Consejo de Gavinete que formó con sus Ministros por resolución 
de 30 de noviembre de 1714, y D. Carlos III por el establecimiento de la su-
prema Junta de Estado, creada en decreto de 8 de julio de 1787, he venido en 
resolver que vos, con los demás mis Secretarios de Estado y del Despacho… 
forméis un Consejo que se denominará Consejo de Ministros.

A continuación, en el segundo y último párrafo se ordena que ese consejo tra-
te todos los asuntos de utilidad general; que cada ministro dé cuenta de los suyos; 
que los acuerdos se escriban en un libro y que “cuando yo no asista –manda el 
rey– presidiréis vos –es decir, el citado Victor Sáez– como mi primer Secretario 
de Estado”. 

Ahora bien, si este segundo párrafo no plantea problemas especiales, las afir-
maciones del rey en el primero resultan más discutibles y, por lo mismo, más 
dignas de atención. Como hemos visto, Fernando VII asegura que instituye un 
Consejo de Ministros a semejanza de la llamada Junta Suprema de Estado que 
Carlos III organizó en 1787, lo cual es bien cierto, y, yendo hacia atrás en el 
tiempo, que crea ese Consejo de Ministros también a semejanza del Consejo de 
Gabinete que Felipe V estableció antes, en 1714, lo cual es bastante dudoso. O, 
dicho con otras palabras, puesto que estamos hablando del origen del Consejo de 
Ministros, nos interesa si esos dos monarcas crearon antes unos organismos que, 
con otro nombre, eran propiamente un Consejo de Ministros. Para averiguarlo 
tendremos que analizar, aunque sea apresuradamente, cómo fue el gobierno de 
España antes de la creación de ese consejo; precisar quiénes son los ministros y 
cuándo aparecen; aclarar qué es exactamente un Consejo de Ministros y qué pasó 
en esos reinados previos. Concluiremos, en fin, con unas consideraciones sobre la 
figura del presidente del Consejo de Ministros.

[2]
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I. �PRIMERA PARTE. EL GOBIERNO DE ESPAÑA EN LOS 
SIGLOS XVI Y XVII: EL RÉGIMEN POLISINODIAL 

Desde los Reyes Católicos a nuestros días, España se ha gobernado de dos 
maneras distintas: con órganos colegiados o con órganos unipersonales. Vamos a 
ver pues el sistema de gobierno de los primeros siglos del Estado moderno, hasta 
llegar al régimen ministerial que propiamente aparece en el xviii y que es el que 
dará paso a la creación del Consejo de Ministros en el xix. 

Como es sabido, con los Austrias, el Estado se organizó mediante el llamado 
régimen polisinodial, o de varios sínodos u organismos colegiados, muy princi-
palmente los consejos (con competencias bien de carácter territorial –Consejo de 
Castilla, de Aragón, de Indias, de Flandes, de Italia, etc.– o de carácter material, 
según la materia –Consejo de Hacienda, de Inquisición, de Órdenes, etc.– y tam-
bién otros órganos colegiados más pequeños y coyunturales, las Juntas, creadas 
para resolver problemas concretos o para cuestiones que afectaban a consejos 
distintos. 

El régimen de Consejos y Juntas imperó durante los siglos xvi y xvii, pero 
a su vez en una y otra centuria los reyes gobernaron de manera distinta. En el 
xvi, con Fernando el Católico primero, y después con Carlos V y Felipe II, hubo 
prácticamente solo consejos, pero los reyes, sobre todo Felipe II, acostumbraron 
a gobernar y a entenderse no con los presidentes o consejeros de esos altos orga-
nismos, sino con los secretarios, gentes de extracción humilde, reclutados por 
sus parientes y que en el seno de cada familia aprendían el llamado “oficio de 
papeles”. Por esa extracción familiar, los secretarios fueron preferentemente de 
zonas determinadas donde esas familias vivían. Fernando el Católico gobernó así, 
incluso los asuntos de Castilla e Indias (incorporadas a la corona de Castilla), con 
sus paisanos, los secretarios aragoneses –Coloma, Conchillos, etc.–, que fueron 
preferentemente de la zona de Calatayud. Carlos V, a su vez, gobernó primero 
con secretarios flamencos y luego con secretarios andaluces, casi todos de Úbeda 
y sus alrededores, como el influyente Francisco de los Cobos y la saga de los 
Vázquez: los Vázquez de Molina y los Vázquez de Salazar. Felipe II, en fin, 
gobernó con secretarios vascos o vizcaínos, según se les llamaba, como la gran 
familia de los Idiáquez, que tuvieron tanto predicamento como para que uno de 
esos vascos aparezca como modelo de secretarios en el Quijote. Efectivamente 
cuando Sancho Panza se convierte en gobernador de la ínsula Barataria, al llegar 
él allí y preguntar quién era su secretario, uno de los presentes le responde: “Yo, 
señor, porque sé leer y escribir y soy vizcaino”. A lo que replicó Sancho: “Con 
esta añadidura bien podéis ser secretario del mismo Emperador. Abrid ese pliego 
y mirad lo que dice”. 

El siglo xvi, en fin, fue el gran siglo de los secretarios, que despachaban 
con el monarca tanto “a boca”, es decir, de palabra y personalmente, como por 

[2]
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escrito. Dicho esto, podemos preguntarnos, ¿hubo en ese siglo xvi ministros, lo 
que podría llevarnos a averiguar si aparecen de alguna forma reunidos en Con-
sejo? A esto hay que decir que en términos genéricos en cualquier reinado hubo 
personajes cortesanos o altos consejeros calificados como “ministros” (los Alba, 
Éboli, etc.), habida cuenta de que esa voz, del latín ministrare, podría aplicarse 
a cualquiera que servía un oficio o servía al rey, pero evidentemente no en el 
sentido técnico de miembros de la alta Administración del Estado y responsables 
de distintos departamentos. Eso no existía entonces y por consiguiente entonces 
no había ministros ni régimen ministerial. Y por lo mismo no había Consejos de 
Ministros.

En el siglo xvii se mantiene el régimen de Consejos, pero en lo demás todo 
varía. Felipe III, a quien su padre al morir había aconsejado repartir el poder 
entre sus colaboradores y no entregarlo exclusivamente a nadie, hizo al llegar 
al trono exactamente lo contrario y delegó inmediatamente todo el gobierno en 
una única persona, el duque de Lerma, que inaugura el régimen de validos, el 
cual, seguido de Uceda, Olivares, Haro y otros, imperará a lo largo de toda la 
centuria. Los secretarios quedan entonces recluidos en las tareas burocráticas de 
sus consejos respectivos, pierden el despacho “a boca” y dejan de ver al rey, pues 
quien le ve y despacha con él es el privado o Valido. Y tiene lugar además otro 
fenómeno: la multiplicación de aquellos órganos colegiados menores, las Juntas, 
que se crean para todo tipo de cuestiones, tanto que la abundancia de Juntas llegó 
a convertirse en un problema de Estado. Y como los más vidriosos problemas 
de Estado se resolvían creando una Junta, y no debía faltar tampoco entonces, 
dicho sea de paso, el sentido del humor, el problema de la agobiante abundancia 
de Juntas se trató de resolver en el reinado de Felipe IV con la creación de la 
llamada “Junta para suprimir las Juntas”.

En ese siglo xvii podríamos repetirnos la pregunta, hecha para la centuria 
anterior, de si entonces hubo ministros, a lo que cabría responder de la misma 
manera. Al valido alguna vez se le califica de ministro, o de “primero y principal 
ministro”, pero es claro que se hace en el sentido de “alto servidor del Estado”, 
“supremo gobernante con plenos poderes”, “privado del monarca”, etc., pero no 
en el sentido actual de titular de un ramo de negocios de la Administración cen-
tral del Estado. En el xvii, en fin, tampoco hay ministros ni régimen ministerial, 
pero en la penumbra de palacio aparece un personaje oscuro que curiosamente 
será el antecedente de los futuros y brillantes ministros: el llamado “Secreta-
rio del Despacho Universal”, que luego, en el siglo siguiente, según veremos, se 
desdoblará en varios secretarios del Despacho o Ministros, dando lugar así al 
régimen ministerial. 

El valido (el primero, Lerma durante veinte años) sí despachaba “a boca” con 
el monarca o le presentaba de vez en cuando propuestas por escrito, pero, inmer-
so en los fastos cortesanos, no hacía –no podía hacer– lo que los secretarios del 
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monarca habían hecho antes: anotar los centenares o millares de consultas prove-
nientes de los consejos, redactar los resúmenes, enviar o reenviar a unos y otros 
los papeles y preparar para la firma las cartas y documentos. Por eso el régimen 
de los validos condujo a una parálisis progresiva del aparato de Gobierno y, tras 
dos décadas así, al absoluto colapso de la Administración. En esa situación límite, 
en 1621 en concreto, se creó la figura del secretario del Despacho Universal: un 
burócrata al principio prácticamente desconocido, al que se adscribió al despacho 
de los documentos que recibían el rey y el valido. Recluido en la covachuela 
de palacio, recibía en cestas y cajas la barahúnda de papeles: todos los papeles, 
pues su despacho, como el nombre del oficio indica, era universal. En aquella 
España de brillantes personajes políticos, aquel humilde y pálido individuo, que 
desde las honduras de la covachuela apenas veía el sol, ridiculizado y motejado de 
burócrata y “plumífero”, fue quien sostuvo sobre sus hombros la Administración 
del Estado y evitó que la maquinaria de gobierno de la llamada “monarquía uni-
versal”, aquejada de una arritmia progresiva, llegara a pararse del todo.

II. �SEGUNDA PARTE: EL GOBIERNO DE ESPAÑA EN 
EL SIGLO XVIII: LA APARICIÓN DEL RÉGIMEN 
MINISTERIAL Y LOS ANTECEDENTES DEL CONSEJO  
DE MINISTROS 

Con el fallecimiento de Carlos II desapareció la dinastía de los Austrias y, 
tras la Guerra de Sucesión, entró en España la Casa de Borbón. El primero de 
sus reyes, Felipe V, llegó a Madrid acompañado por una serie de personajes fran-
ceses, con un programa reformista que impulsaba y controlaba desde París su 
abuelo Luis XIV. Una parte de ese programa consistía en la reforma de la Admi-
nistración Central y la sustitución de los viejos y lentos consejos, compuestos de 
nobles ancianos que eternizaban el despacho con mil sutilezas jurídicas. Ese era 
el problema, pero resolverlo no era nada sencillo. “Vuestra Magestad –le decían 
al monarca los tecnócratas franceses– no puede gobernar adecuadamente con 
estos Consejos que pasan las horas en discusiones interminables”. Pero Vuestra 
Magestad –añadían– no puede suprimir los consejos porque los españoles los 
asocian al glorioso gobierno del Imperio. Había pues que mantener los consejos, 
pero gobernar sin los consejos. Así las cosas, algún espíritu sagaz encontró la 
solución. Y la solución fue mantener aquellos venerables organismos colegiados 
y crear un sistema paralelo de órganos unipersonales y ágiles, los secretarios 
del Despacho o ministros, a los que se fueran transfiriendo cada vez en mayor 
medida los asuntos. Es decir, que, al margen del Consejo de Estado, por ejemplo, 
apareció un secretario del Despacho o ministro de Estado; al margen del Consejo 
de Indias, un secretario del Despacho o ministro de Indias, y así sucesivamente. 
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En suma, un doble esquema de organismos, el tradicional y el nuevo, con el 
objetivo de que aquel recibiera cada vez menos asuntos y decreciera en importan-
cia, y este recibiera cada vez más y su importancia fuera mayor. Y ¿cómo lograr 
este objetivo? Pues mediante un mecanismo que resultó ser la piedra filosofal: 
la llamada vía reservada, en virtud de la cual el rey se reservaba determinados 
asuntos y reenviaba los más, o los más importantes, a los secretarios del Despa-
cho o ministros, y los menos, o menos importantes, a los consejos paralelos. Este 
complejo proceso, el de la coexistencia de los consejos que iban cada vez a menos, 
y de los secretarios del Despacho o ministros, que iban cada vez a más, fue un 
proceso largo que duraría exactamente 120 años: desde 1714, cuando se produjo 
el desdoblamiento de la antigua Secretaría del Despacho y se creó la primera 
estructura ministerial, hasta 1834, en que una serie de decretos suprimieron 
definitivamente los consejos. Es decir, antes de 1714 no había ministros; entre 
1714 y 1834 coexistían consejos y ministros; desde 1834 hasta hoy habrá solo 
ministros. Procede en todo caso advertir que el repudio a los consejos no fue ni 
mucho menos general, ni siquiera entre los franceses. En el país vecino hubo por 
entonces un movimiento político que pugnó por introducir el régimen de con-
sejos que España quería abandonar, porque –según sus defensores– garantizaba 
mejor la colegialidad evitando el gobierno autocrático de ministros todopode-
rosos. De hecho, a imitación de España, en Francia fue introducido en 1715 el 
gobierno por Consejos durante la regencia del duque de Orleans, e incluso hubo 
tratadistas que redactaron algún libro en defensa de la que llamaban “la polisino-
die espagnole”. Pero todo aquello quedó en un ensayo efímero. 

Volviendo a lo que sucedía aquí, hay que recordar que Felipe V gobernó al 
llegar con un llamado Consejo de Gabinete. Y como en esa coyuntura, como en 
todas, había que manejar papeles y el único que sabía de los papeles era nuestro 
antiguo amigo, es decir, el secretario del Despacho, él quedó incorporado como 
gran experto al núcleo de gobierno del primer Borbón. El antes oscuro burócrata 
se convertirá en tronco del futuro y frondoso árbol ministerial pues su Secretaría 
única del Despacho Universal se dividirá en dos en 1705 y en cuatro Ministerios 
en noviembre de 1714: Estado, Guerra, Indias y Justicia, de los que hoy día nos 
quedan tres. 

El real decreto de 30 de noviembre de 1714 fue así en España la partida 
de nacimiento de nuestro régimen ministerial y el primer punto de referencia 
para determinar el orden de prelación de los titulares de los departamentos en 
la Administración Central del Estado. Desaparecido aquel de Indias, llegarán 
a nuestros días los otros tres ministerios: el de Estado, que perderá su glorioso 
nombre para llamarse luego, en fecha tan tardía como 1939, recién concluida la 
Guerra Civil, de Asuntos Exteriores, y al que algún bendito añadirá más tarde 
lo de Cooperación, como si un ministerio debiera incluir en su nombre todas las 
actividades a las que se dedica; el de Guerra, que, al generar rechazo su nombre 
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en la era del pacifismo, se llamará luego del Ejército y ahora lo que parece más 
o menos la contraimagen de la guerra, es decir, de la Defensa; y el de Justicia, el 
único ministerio de los primeros que conserva su nombre desde que nació hasta 
hoy.

Esos son los tres ministerios más antiguos, pero al haber nacido los tres el 
mismo día, aquel 30 de noviembre de 1714, y no poder establecerse un orden de 
prelación por antigüedad, se proyectará sobre el ministro de Estado la vieja pre-
eminencia que había disfrutado en la etapa anterior el Consejo de Estado sobre 
los demás consejos, con lo que el ministro de Estado se convirtió en el primero 
de los ministros. El primero, al menos, hasta que en nuestro tiempo ha pasado 
a segundo plano precedido por la novedad de vicepresidentes y vicepresidentas. 
Tengamos por otra parte en cuenta, respecto a la preeminencia del secretario o 
ministro de Estado que su prestigioso nombre fue copiado desde antiguo por 
muchos otros países, por ejemplo, Estados Unidos, que lo mantiene hasta hoy, y 
antes por los secretarios franceses e ingleses. Si me permiten recordaré al respec-
to una anécdota. Como es sabido, a mediados del siglo xvi tuvo lugar en Europa 
un conflicto bélico que concluyó en 1559 por la paz de Cateau-Cambresis, fir-
mada por Felipe II de España, Enrique II de Francia e Isabel I de Inglaterra en 
la ciudad de ese nombre en los Países Bajos. Pues bien, según narró un político 
y escritor francés, Étienne Pasquier, testigo de los hechos, en las negociaciones 
de esa paz, habiendo oído los secretarios de su país que los secretarios españoles 
eran llamados “de Estado”, como los franceses, según él, son siempre “amantes 
de las novedades”, abandonaron su nombre y pasaron a llamarse “secretarios de 
Estado”. En el mundo anglosajón sucedió algo parecido y el episodio de la imita-
ción del tratamiento de los secretarios de Felipe II en la citada paz será recogido 
en las grandes enciclopedias británicas del siglo xix. Sin embargo, la difusión y 
éxito por el mundo occidental del título español de “Secretarios o Ministros de 
Estado” es lamentablemente entre nosotros algo prácticamente desconocido.

A principios de ese año 1714, Felipe V gobernaba con un Consejo de 
Gabinete compuesto por siete personas: dos nobles españoles, dos italianos, un 
flamenco y dos franceses. Meses más tarde, al nombrar el citado decreto de 30 
de noviembre aquellos cuatro secretarios del Despacho o ministros, ordena que 
se incorporen al Consejo de Gabinete. Ahora bien ¿es eso el primer antecedente 
del Consejo de Ministros, tal y como afirma, según vimos, el decreto fundacional 
de 1823? Nos parece dudoso y desde luego depende de lo que entendamos por 
Consejo de Ministros. Si el Consejo es, como creemos, la reunión estable de todos 
los ministros y solo de los ministros, con competencia en los distintos ramos de 
la Administración Central, la mezcolanza de aquel Consejo de Gabinete –los 7 
altos consejeros y embajadores que había antes (españoles y extranjeros) y los 4 
secretarios del Despacho o ministros españoles nombrados ahora– impide con-
siderarlo como tal. En resumidas cuentas, la reforma de 1714, que ciertamente 
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introduce la estructura ministerial en España, es dudoso que pueda ser conside-
rada como un antecedente estricto del Consejo de Ministros. O, dicho de otra 
manera, hay ministros pero ellos no se reunían propiamente en un Consejo de 
Ministros, sino en otro tipo de Consejo de Gabinete más amplio y heterogéneo.

A comienzos del siglo xviii, al haber un único secretario del Despacho Uni-
versal o ministro hasta 1705, lógicamente no pudo haber Consejo. Entre 1705 
y 1714 hubo dos secretarios del Despacho, por lo que también es inimaginable 
un Consejo de Ministros compuesto de dos personas. Y en 1714, con cuatro 
secretarios del Despacho bien pudo crearse un Consejo de Ministros, pero el 
decreto antes citado habla como hemos dicho del Consejo de Gabinete al que 
se agregarían los nuevos ministros, es decir, un organismo que venía de atrás, 
híbrido y de otra naturaleza. 

Siguiendo la historia y la cronología, al decaer la influencia francesa apartada 
la princesa de los Ursinos, decayó la influencia de los franceses, por encima del 
esquema ministerial se sucedieron dos personajes, a cual más pintoresco, que 
actuaron a modo de primeros ministros sin tener asignado un departamento. 
Primero un italiano, el cardenal Alberoni, embajador, hábil político y eclesiástico, 
pero sobre todo excelente cocinero, que ideó exquisitos platos para la nueva reina 
Isabel de Farnesio, como la Coppa del Cardinale o el Timballo Alberoni, que 
han quedado como verdaderos hitos de la gastronomía italiana (Timballo: pasta, 
arroz y camarones). Y luego un holandés, el barón de Riperdá, nunca mejor dicho 
el holandés errante, pues anduvo por la vida cambiando de país, de oficio, de 
cargos, de mujer y hasta de religión, siendo calvinista, católico y musulmán según 
temporadas; es decir, un hombre ecuménico “avant la lettre”. 

En ese esquema ministerial del siglo xviii cabe advertir algunas novedades 
curiosas, como fue el predominio de los hermanos Patiño, José y Baltasar, minis-
tros al mismo tiempo, o el todavía más curioso espectáculo de que uno de ellos, 
José, fuera luego titular de cuatro de los cinco departamentos existentes (Esta-
do, Guerra, Marina e Indias y Hacienda), con el acompañamiento residual de 
un tal José Rodrigo, ministro de Justicia. Obviamente en tales circunstancias 
era impensable un Consejo de Ministros, que habría tenido dos personas. Una 
situación parecida, aunque no tan extrema, se vivió en el tránsito de Felipe V a 
Fernando VI, cuando el marqués de la Ensenada se hizo cargo de tres ministerios, 
en compañía de otro personaje que gestionaba dos. Y es que, además, sabemos 
que el rey despachaba por separado con sus dos ministros a horas distintas. El 
caso es que, como hemos dicho, José Patiño fue titular de cuatro ministerios y 
Ensenada de tres, es decir, mandaron en casi todo.

Con la llegada al trono de Carlos III, si España antes, a principios del xviii, 
había sido ocupada por los políticos franceses, ahora acogió a una pléyade de 
ministros italianos: Grimaldi, Esquilache, etc., que tuvieron muy desigual for-
tuna. Entonces el gobierno contó con seis departamentos. Uno de ellos, el de 
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Indias, fue el más importante, el más famoso y el más controvertido. Sus infinitas 
competencias –todo lo de los otros departamentos de la Península en las inmen-
sidades de América, Filipinas y ultramar– lo hacían objeto de admiración (un 
embajador inglés afirmó que el ministro español de Indias era el personaje más 
poderoso de la Tierra), pero también de preocupación y crítica, pues se reconocía 
que una sola persona era imposible que gestionara todo aquello.

En este contexto ministerial de fines del xviii aparecerá fugazmente un cona-
to no de Consejo de Ministros sino más bien de mini Consejo de Ministros. En 
1763 destaca una trilogía de ministros: la formada por dos italianos (el geno-
vés Grimaldi, titular de Estado, y Esquilache, oriundo de Mesina y ministro de 
Hacienda), con un tercero, el segoviano Julián de Arriaga. Se intenta entonces 
una reunión de despacho estable de los tres, como se deduce de la siguiente carta 
de Grimaldi a Esquilache: 

Considera el Rey Nuestro Señor, con la superioridad de sus luces, que será 
muy útil a su real servicio que entre V. E, el Sr. Dn. Julián de Arriaga y yo, 
haya absoluta recíproca inteligencia de los negocios que manexamos bajo de 
su soberano gobierno, y ha resuelto que nos juntemos un día por semana para 
que alternativamente nos confiemos el estado de los negocios que cada cual 
tiene a su cargo…etc., etc.

En cualquier caso, esos proyectos quedaron eclipsados con el nombramiento 
del ministro murciano, Floridablanca, como ministro de Estado, y la creación de 
la Junta Suprema de Estado en 1787, verdadero antecedente –y más que antece-
dente– del Consejo de Ministros a tres décadas de su fundación.

El real decreto de 8 de julio de 1787, creador de esa Junta, tras insistir en 
los propósitos del rey de promover la prosperidad de la monarquía, dispone que 
“además del Consejo de Estado…haya una Junta Suprema, también de Estado, a 
semejanza de la que actualmente se celebra por órdenes mías verbales, compuesta 
de todos los Secretarios de Estado y del Despacho”. Esta Junta, que ha de ser 
ordinaria y perpetua, entenderá en los negocios que puedan causar regla gene-
ral en cualquiera de los ramos, recibiendo una monumental instrucción de 395 
capítulos, redactada por Floridablanca, que señalaba las directrices a seguir en 
todos los sectores de la política nacional e internacional. Ese documento es pro-
bablemente la instrucción más ambiciosa y detallada que haya recibido cualquier 
organismo público en la historia moderna de España. 

El decreto fundacional de la Junta dispuso que se celebraría una vez a lo 
menos cada semana en la oficina del primer secretario del Despacho, es decir, 
la del Despacho de Estado, lo que aparte de denotar la preeminencia de ese 
ministro, daba a entender que el rey no iba a asistir y que presidiría el ministro 
de Estado.
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La Junta Suprema de Estado fue un verdadero Consejo de Ministros, a mi 
juicio más y mejor Consejo de Ministros que el que se llamó así pocos años 
después. Duró desde la primera sesión el 7 de abril de 1788 hasta la última el 27 
de febrero de 1792, cuando fue destituido Floridablanca. Siguieron luego, con 
Fernando VII, unos tiempos turbulentos. Menos mal que en 1823 el rey tuvo el 
19 de noviembre un paréntesis de lucidez y firmó el decreto creador del Consejo 
de Ministros, cuyo bicentenario ha tenido lugar y que se ajustaba lo más posible 
al modelo de la Junta de Floridablanca.

III. �TERCERA PARTE: CONCLUSIONES; LA PRESIDENCIA 
DEL CONSEJO DE MINISTROS

Hemos iniciado esta intervención refiriéndonos al decreto fundacional del 
Consejo de Ministros de 1823 y, puesto que ese decreto menciona dos preceden-
tes, el Consejo de Gabinete de Felipe V en 1714 y la Junta Suprema de Estado 
de Carlos III en 1787, hemos revisado el centenar largo de años transcurridos 
desde que aparece el régimen ministerial en 1714 (indispensable para que pueda 
existir un Consejo de Ministros) hasta 1823 en que se crea ese Consejo con tal 
nombre. En nuestra revisión concluimos que el precedente de Felipe V no fue 
propiamente tal, pues su Consejo de Gabinete se compuso de personajes corte-
sanos de distinta naturaleza y no únicamente de ministros, conformándonos en 
cambio con el claro precedente de 1787 que diseñó Floridablanca. 

Digamos ahora que la historia inicial del Consejo de Ministros es confusa; 
confusa sobre todo para los investigadores. Conservándose las actas del Consejo 
de Ministros, que desde 1989 fueron editadas por el Ministerio de Relaciones 
con las Cortes, hace muchos años, al celebrarse solemnemente esa edición, come-
tí la impertinencia de advertir que la que aparecía como gloriosa primera acta no 
debía de ser la primera. Y ello por dos razones. En primer lugar, porque habién-
dose fundado el Consejo el 19 de noviembre de 1823, esa primera acta, la que 
encabeza la publicación, era de 15 de febrero de 1824, casi tres meses después, 
con lo que resultaba inexplicable que el Consejo, tras ser creado, hubiera estado 
tanto tiempo sin constituirse y reunirse. Y en segundo lugar, porque la que figu-
raba como primera acta, destinataria de elogios y reverencias, era un acta normal, 
sin las formalidades y expresiones propias del acta constitutiva de un organismo 
que se reúne por primera vez. Algún tiempo después la investigación del profesor 
Fernando de Arvizu vino a darme la razón pues él encontró un acta perdida de 3 
de enero de 1824, es decir, un acta anterior a la que se había tenido como primera. 
Pero es el caso que, para aumentar la confusión, el acta de 3 de enero, siendo 
desde luego anterior a la primera conocida, tampoco parece ser la primera, por lo 
que el tema, pasados muchos años, sigue abierto.
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Vamos pues ahora a hacer una rápida consideración final sobre el régimen 
ministerial y el consejo, para concluir centrándonos en la figura de su presidente. 
En cuanto al régimen ministerial, subrayar la influencia de la ideología de la Ilus-
tración que impregnará los fines de la monarquía, determinando lo que el Estado 
y sus ministros deben proponerse. En este sentido pasarán a segundo plano los 
viejos propósitos y proyectos del Estado absoluto: el fortalecimiento militar, la 
defensa de la Iglesia o la expansión territorial (como se decía antes, “el acrecen-
tamiento de los Estados”) para poner en primer plano las mejoras en caminos, 
canales y transportes, en los cultivos, en la sanidad y en la educación, es decir en 
todo aquello que constituye la felicidad de los súbditos. Y como todo el mundo, 
según esta ideología de la Ilustración, no puede ser absolutamente feliz, un teó-
rico inglés, Jeremías Bentham, un hombre realista a quien sus fans consideran 
patrono principal del utilitarismo, propuso la fórmula que debía asumir el Esta-
do: no lograr la absoluta felicidad de todos, porque eso es imposible, sino lograr 
“la mayor felicidad del mayor número de personas” (the greatest happiness of the 
greatest number), un magnífico lema que no estaría mal intentar aplicarlo hoy. 

Ya en el xix, y en cuanto a la estructura ministerial, era en verdad anómalo 
que, habiendo sido objeto de tantos reajustes, no hubiera dispuesto de un depar-
tamento destinado a la promoción del orden interior, desarrollo y bienestar; en 
suma, el logro de esa pretendida felicidad. La necesidad debía ser obvia y tres 
importantes políticos, en tres años distintos, se encargaron de transmitírsela al 
rey: Javier de Burgos, en 1826, representó a Fernando VII la conveniencia de 
instituir un ministerio que sería, con sus propias palabras, “el taller de la pros-
peridad nacional”. En 1820, el incansable Pedro Sainz de Andino, con melifluas 
palabras pretendería algo parecido para atender –según decía él– a “los doce 
millones de criaturas que con los ojos levantados hacia el trono, aguardan del 
amor y de la sabiduría de V. M. el remedio de sus desdichas”. En 1830, en fin, el 
ministro de Hacienda, Luis López Ballesteros, insistió en lo mismo, abogando 
por crear ese departamento que –dice– “lo tienen ya todas las naciones cultas de 
Europa”. En resumen, que parecía que se iba a crear el Ministerio de la Felicidad, 
pero tras tantas recomendaciones lo que Fernando VII creó por un real decreto 
del mismo 1830 fue su sucedáneo, el Ministerio de Fomento, ocupado en mejo-
rar la vida cotidiana de los súbditos y que será madre de varios ministerios que se 
irán desgajando de él y han llegado a nuestros días. 

Concluyamos con la figura principal de nuestro Consejo de Ministros: el 
presidente. 

En un principio, según hemos visto, no existe presidencia del Consejo for-
malmente instituida y, al no concurrir el rey, preside el ministro de mayor rango, 
es decir, el de Estado. En esta situación, un real decreto de 31 de diciembre de 
1824, dirigido al ministro de Estado, entonces Cea Bermúdez, dice lo siguiente:
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En atención a la duda ocurrida ayer en el Consejo de Ministros sobre su pre-
sidencia que me habéis hecho presente, he venido en declarar… que cuando 
dicho Consejo no se reúna en mi Real Presencia, lo presidireis vos siempre 
como mi primer Secretario de Estado y del Despacho, y los que lo fueren 
en lo sucesivo, usando vos y ellos entre vuestros títulos el de Presidente del 
Consejo de Ministros. 

De esto se deduce que, en esa fecha, 31 de diciembre de 1824, se instituyó 
como tal la presidencia del Consejo de Ministros. Eso lo sabemos. Lo que no sabe-
mos es por qué se hizo. El decreto afirma que “en atención a la duda ocurrida ayer 
en el Consejo de Ministros”, pero tengo que decirles que he repasado con la mayor 
atención las 21 páginas impresas del acta del día anterior y allí no se habla de esa 
duda. Y es que, en mi modesta experiencia, estos textos legales del xix muchas 
veces son como los del realismo mágico, que afirman que existen cosas que no 
existen. Yo, pues, confieso tener la duda de que existiera esa duda.

Sea lo que fuere, en la historia de la Presidencia del Gobierno hasta mediados 
del xix, se dieron las siguientes cuatro etapas que reseño telegráficamente para 
concluir:

•	 Primera etapa. Bienio 1823-1824. Presiden el Consejo de Ministros, sin 
título de presidente, los ministros de Estado.

•	 Segunda etapa. Presiden con título de presidente los ministros de Estado. 
Por consiguiente, a los ministros de Estado se les da automáticamente el 
título de presidentes del Consejo de Ministros. 

•	 Tercera etapa. Preside con título de presidente cualquier ministro, aunque 
no sea de Estado. 

•	 Cuarta etapa. Preside con título de presidente alguien que no es ni siquiera 
ministro. Este fue el caso de Espartero, hombre poderoso pues no solo se 
convirtió en presidente del Consejo de Ministros sin ser entonces minis-
tro, sino que agrandó, tras la división provincial de Javier de Burgos, el 
territorio de la provincia de Logroño por amor a su mujer que era de allí. 
Hay que reconocer, no sé si para bien o para mal, que regalos conyugales 
de este tipo hoy día no son frecuentes.

Tras estos precedentes, consolidado el régimen de la monarquía constitucional, 
tampoco hay que ser ministro para presidir el Consejo de Ministros. En nuestro 
caso, el artículo 99 de la Constitución establece que el rey, oídos los representantes 
de los grupos parlamentarios, propondrá un candidato, el que sea, o sea él lo que 
sea, que habrá de contar con la confianza del Congreso de los Diputados para 
luego ser nombrado presidente del Gobierno por el mismo rey y, por lo mismo, 
presidente del Consejo de Ministros. 
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Y para los aficionados al Derecho, una última sutileza jurídica. Al 
atribuirse a la Presidencia del Gobierno un capítulo presupuestario inde-
pendiente, según sucedió por vez primera en 1852, ¿esa Presidencia del 
Gobierno constituye un departamento ministerial propiamente dicho? O, 
con otras palabras, ¿todos los que se sientan en la mesa del Consejo de Minis-
tros son ministros o lo son todos menos uno, menos el que preside? Esto lo 
discutieron los administrativistas desde fines del siglo xix. Y lo discutieron, 
sencillamente, porque era discutible. Así un especialista tan acreditado como 
Adolfo Posada se refirió retrospectivamente a esta cuestión al publicar en 
1897 su Tratado de Derecho Administrativo, recordando la habitual res-
puesta negativa de los autores, a la que añadió la suya propia (“No lo es en 
modo riguroso, pero todo nuestro régimen de la Administración central se 
mueve en relación con la Presidencia”). Pese a las opiniones divergentes de 
otros, quien les habla –e inmediatamente les va a dejar de hablar–, obede-
ciendo al ilustre tratadista asturiano, sigue creyendo que lo de la Presidencia 
fue y es algo sustancialmente distinto. Hay que reconocer desde luego que un 
paso muy señalado hacia ese equívoco de la Presidencia del Gobierno como 
departamento, lo dan los reglamentos de las cámaras legislativas a principios 
del siglo xx, creando comisiones de Presidencia parejas a las de cualquier 
otro ministerio. Pero todo se aclarará y el paso definitivo tendrá lugar más 
tarde, cuando haya un ministro de Presidencia, según sucede hoy, distinto 
del presidente del Gobierno. Y es que en los años setenta, hace medio siglo, 
se creó ese ministerio que es un ministerio de especialísima dignidad, no en 
razón de los parámetros tradicionales de la antigüedad, sino por su importan-
cia y rango institucional, pues además de sus altas competencias –entre ellas, 
las relaciones con las Cortes– asiste directamente al presidente del Gobierno 
en el ejercicio de sus funciones. Y como hemos hablado de los ministros y del 
Consejo de Ministros, que es lo que tocaba hoy, reafirmaré que el presidente 
del Gobierno institucionalmente no es un ministro y que sí lo es el titular 
del Departamento de Presidencia, que además es el secretario del Consejo 
de Ministros.

José Antonio Escudero
Real Academia de la Historia
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